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Acta No. 507 del 30 de septiembre de 2009

       
  
Expediente 66001-22-13-003-2009-00102-00

Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por conducto de apoderado judicial por la señora Luz Helena Rivera Gallo contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, proceso al que se vinculó la empresa Distribuidora de Abonos S.A. “DIABONOS S.A.”.

ANTECEDENTES

Los hechos relatados pueden compendiarse así:

.- La sociedad Distribuidora de Abonos S.A. demandó en proceso ejecutivo hipotecario de mayor cuantía a la señora Luz Helena Rivera Gallo, cuyo conocimiento asumió el juzgado accionado.

.- La notificación personal del mandamiento de pago a la ejecutada se intentó por medio de correo certificado en la calle 24 No. 17-32 de Manizales donde recibió la noticia respectiva la señora Ángela María Buitrago, pero la misma no tuvo éxito por lo que debió acudirse a la notificación por aviso contemplada en el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil y con tal fin se remitió a la misma dirección.

.- La empresa Postal Express encargada de entregarlo, expidió certificación en la que informa que la demandada Rivera Gallo fue notificada del mandamiento de pago el 27 de julio de este año, por medio de quien dijo llamarse Yhonier, sin que se le hubiese individualizado en forma debida y es esa persona desconocida para la accionante. En esas condiciones, no se le permitió a la ejecutada ejercer su derecho a la defensa.

.- La guía de correo emitida por Postal Express reporta irregularidades porque el espacio reservado para la firma del destinatario se encuentra vacío; en la parte final aparece una nota que indica “no vive”, situación que podría ser cierta si se tiene en cuenta que el aviso se entregó el 7 de agosto y para ese entonces,  el negocio no operaba en esa dirección; contiene cuatro fechas diferentes, lo que genera confusión para efectos de determinar desde cuando produce efectos la notificación por aviso que considera viciada.

.- Aunque la tutelante no compareció al proceso, se dictó sentencia el 31 de agosto de 2009, de lo que se enteró porque acudió al despacho accionado a indagar sobre las razones de la mora en la notificación y en tal forma se le vulneró el debido proceso.

La demanda se admitió por auto del 21 de septiembre de este año, providencia en la que se ordenó vincular a la empresa Distribuidora de Abonos S.A. “DIABONOS S.A.”, se decretaron pruebas; se negó la medida provisional solicitada de suspender el proceso en el que encuentra la actora lesionados su derechos y se ordenaron las notificaciones de rigor. 

El representante legal de la Distribuidora de Abonos S.A., por medio de apoderado judicial, al ejercer su derecho de defensa afirmó que la parte ejecutada en el proceso fue notificada debidamente del mandamiento de pago, tal como consta en la certificación expedida por la empresa de correo legalmente autorizada para llevar a cabo ese acto procesal; que ella conocía la existencia del trámite porque se le había informado sobre la presentación de la demanda, razón por la cual, concluye, se pretende dilatar el pago de la obligación, al utilizar la tutela como medio para engañar a la  jurisdicción. Indicó también que la acción de tutela es improcedente porque siendo ella de carácter residual, se debió acudir a la nulidad procesal.

La funcionaria accionada no se pronunció.

CONSIDERACIONES

El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, ha enseñado que el amparo resulta procedente cuando se incurra en una vía de hecho, concepto que se ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia:

“(...) la Sala considera pertinente señalar que el concepto de vía de hecho, en el cual se funda la presente acción de tutela, ha evolucionado en la jurisprudencia constitucional… 

“Este avance jurisprudencial ha llevado a la Corte a reemplazar ‘(…) el uso conceptual de la expresión vía de hecho por la de causales genéricas de procedibilidad.’ Así, la regla jurisprudencial se redefine en los siguientes términos,

“Por lo anterior, todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos  suficientemente reconocidos por la jurisprudencia:  (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental;  (ii) defecto fáctico;  (iii) error inducido;  (iv) decisión sin motivación,  (v) desconocimiento del precedente y  (vi) violación directa de la Constitución”

La procedencia del amparo por vía de tutela frente a decisiones judiciales, en razón al principio de la autonomía judicial, gira en torno a la configuración de alguna de las causales señaladas en la citada jurisprudencia. Sólo de producirse circunstancia de tal naturaleza, puede el juez constitucional intervenir, con el fin de garantizar el respeto a los derechos fundamentales.

De otro lado, es sabido que una de las características de la acción de tutela es el constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, en virtud a que sólo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa judicial, o cuando aún existiendo, la tutela es usada como mecanismo transitorio de inmediata aplicación, para evitar un perjuicio irremediable, evento en el cual sus efectos son temporales y quedan supeditados a lo que resuelva de fondo la autoridad competente. Por esa razón, el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 1991 señala como causal de improcedente de la tutela, la existencia de otros recursos o medios de defensa judicial.

Resulta entonces menester determinar si el actor hizo uso de los instrumentos previstos en el ordenamiento jurídico para hacer valer sus derechos fundamentales dentro del proceso en el que considera se produjo la vulneración, porque la subsidiaridad propia de la tutela no permite emplearla para enmendar lo que resultaba posible hacer al interior del proceso, de haber hecho el afectado uso de los mecanismos previstos para el efecto. Así lo ha explicado la jurisprudencia de la Corte Constitucional:

“La existencia de otro mecanismo de defensa judicial hace improcedente la acción de tutela; sin embargo, el juez en cada caso está facultado para determinar el grado de idoneidad y eficacia del otro instrumento, a efecto de determinar la procedencia del amparo. De esta manera se pone de manifiesto el carácter restringido de la solicitud de tutela, por cuanto no se trata de un mecanismo que sirva para homologar los procesos establecidos en el sistema normativo, ni para dar a las partes la posibilidad de iniciar procesos paralelos a los que comúnmente sirven para desatar conflictos judiciales.

“El proceso judicial ordinario representa el mecanismo normal para la solución de los litigios, en él las partes pueden ser escuchadas en igualdad de oportunidades, aportar pruebas, controvertir las que obren en su contra, interponer recursos y, en general, ejercer las atribuciones derivadas del derecho al debido proceso.

“Cuando alguna de las partes por descuido, negligencia o falta de diligencia profesional, omite interponer oportunamente los recursos que el ordenamiento jurídico le autoriza o, más grave aún, después de interponerlos deja vencer el término para sustentarlos, la parte afectada con este hecho no podrá mediante la acción de tutela pretender revivir la oportunidad procesal con la cual contó y que por su propia culpa no fue utilizada de la manera más adecuada para sus intereses. En eventos como este, la incuria de quien desatiende sus deberes no puede servir de fundamento para el ejercicio de la acción de tutela….”

Conforme a los argumentos planteados en el escrito con el que se promovió la acción, encuentra la demandante la lesión a sus derechos fundamentales en el trámite que se ha dado al proceso ejecutivo con título hipotecario que en su contra instauró la Sociedad Distribuidora de Abonos S.A. “Diabonos S.A.”, toda vez que no se le garantizó su comparecencia al proceso en razón a que la notificación del auto que libró orden de pago no se realizó en debida forma y a pesar de ello, se dictó sentencia en su contra.

La inspección judicial practicada en esta instancia, los documentos que a ella se incorporaron y aquellos que se aportaron con la demanda, permiten considerar acreditada la existencia del referido proceso, en el que la ejecutada fue notificada por aviso de la orden de pago que en su contra se libró y como dentro del término oportuno, no pagó ni propuso excepciones, se dictó sentencia el 31 de agosto pasado, providencia en la que se decretó la venta en pública subasta del inmueble hipotecado y se hicieron los demás ordenamientos de rigor.

Además acreditan que el pasado 16 de septiembre intervino en el proceso la aquí accionante, por medio de apoderado, para expresar  que “objeta el contenido del auto calendado el día 09 de Septiembre de 2009, contentivo de la liquidación de costas”, con fundamento en la indebida notificación que a ella se le hizo del mandamiento ejecutivo.

El juzgado que conoce del proceso, mediante proveído del 22 de septiembre de 2009 consideró que con ese escrito se formuló una nulidad y de la misma ordenó correr traslado al ejecutante por el término de tres días.

Surge de esas pruebas como hecho de significativa relevancia que la demandante acudió a esta especial acción como  medio alterno de defensa, toda vez que pretende obtener la nulidad del proceso ya referido, como mecanismo de protección a los derechos que considera lesionados, a pesar de que el legislador tiene previsto un trámite específico para plantear al interior del proceso petición de esa naturaleza, concretamente en los artículos 140 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.

Pero además, que aunque no propuso de manera expresa la nulidad que pretende se declare por el juez constitucional, la funcionaria que conoce del proceso, en una interpretación del escrito por medio del cual dice objetar el auto contentivo de la liquidación de costas, decidió considerar que en efecto la estaba proponiendo y dispuso tramitarla.

En esas condiciones, puede afirmarse que incurrió la actora en la impropiedad de acudir al escenario de la tutela antes que al que corresponde al proceso en el que estima vulnerados sus derechos, lo que hace improcedente su petición de amparo en razón a la subsidiaridad que la caracteriza y que impide emplearla como mecanismo principal de defensa judicial.

Así las cosas, se declarará improcedente el amparo solicitado.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

R E S U E L V  E :

PRIMERO.- Declarar improcedente acción de tutela promovida por  la  señora Luz Elena Rivera Gallo contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, a la que fue vinculada la sociedad Distribuidora de Abonos S.A.

SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- En caso de no ser impugnada esta sentencia, remítase el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Cópiese, notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




GONZALO FLÓREZ MORENO       




JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

�	 Sentencia T-453 de 2005


�	 Sentencia 1065 de 2005, MP: Humberto Antonio Sierra Porto







